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1.- VISTOS

Se pronuncia la Sala sobre el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la ciudadana GLORIA PATRICIA AGUIRRE ALZATE contra el auto interlocutorio proferido el veinticuatro (24) de noviembre de 2004, providencia por medio de la cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira concedió una redención de pena y negó la libertad condicional.

2.- PROVIDENCIA

En su proveído el señor Juez de primera instancia le reconoció a la procesada, por concepto de trabajo y estudio, un total de ciento cincuenta y dos días abonables a lo que lleva en detención preventiva. 

Pero, no obstante que se cumplía el aspecto objetivo para otorgar la libertad condicional (porque ya están satisfechas las tres quintas partes de la pena impuesta –72 meses de prisión-), negó el beneficio, debido a que con anterioridad la encartada disfrutó de la prisión domiciliaria pero incumplió sus obligaciones al salir injustificadamente de su residencia (por esta situación se revocó la sustitutiva en su momento). 

Pese a la existencia de un certificado de buena conducta, el Juez consideró que ese documento no surge como la única prueba pues el juzgador no puede ignorar el comportamiento en prisión (en cualquiera de sus versiones).

3.- recurso

Inconforme con la anterior decisión, el Defensor alega que cuando el artículo 64 del Código Penal se refiere a la conducta del aspirante a la libertad condicional, hace énfasis exclusivamente en el comportamiento que exista en el centro de reclusión, no así en el observado por fuera de éste. Entonces, sólo se debe tener en cuenta como prueba el dictamen emitido por el consejo de disciplina. 

Además, en el caso de otra penada a la que también le habían revocado la prisión domiciliaria sí se concedió la libertad condicional, lo que obliga a actuar en este momento de la misma forma, so pena de violar el derecho a al Igualdad. 

Así las cosas, debe concederse el beneficio implorado.    

4.-  SE CONSIDERA 

La prisión domiciliaria constituye un mecanismo PARALELO a la privación efectiva intramuros. Esta figura sólo es aplicable en excepcionales casos en los que, aparte de los requisitos procesales, las condiciones familiares y personales del procesado permiten inferir que no  pondrá en peligro a la comunidad. 

Ese paralelismo se puede predicar porque ambas figuras exigen la limitación a la posibilidad de deambular libremente, lo que varía es la  laxitud que la domiciliaria presenta frente a la reclusión en un centro carcelario, así lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

Independientemente de ese carácter sustitutivo, la prisión domiciliaria consagra marcadas diferencias con el régimen intramural de privación de la libertad: si bien una y otro constituyen un límite al derecho fundamental de locomoción de los privados de la libertad, la prisión contempla una mayor injerencia de la autoridad pública (carcelaria) en el ámbito personal del condenado. La existencia de reglamento interno (artículo 53 de la ley 65 de 1993), la obligatoriedad del trabajo (artículo 79), la regulación de las comunicaciones y visitas (artículos 11 y 112), el  procedimiento disciplinario (artículo 116 y ss), el aislamiento como medida preventiva (artículo 126), entre otros, constituyen régimen que en la práctica diferencian las condiciones de ejecución de la sanción en el establecimiento carcelario, frente a la autonomía de que goza en este campo quien cumple la pena en su domicilio, al punto de comportar mayor laxitud en los controles que regulan la vida en prisión, y posibilitar al condenado la libertad de determinar aspectos relacionados con su cotidiana existencia
. (lo resaltado es nuestro) 

Después de esta introducción, es indiscutible que la prisión domiciliaria -beneficio del que goza actualmente la condenada-, constituye una benévola forma de tratamiento, pero, se insiste, implica necesariamente la limitación a la libertad de locomoción.

Ahora bien, el Código Penal en su artículo 64 establece:

Libertad condicional. El Juez concederá la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad, cuando haya cumplido las tres quintas partes de la condena, siempre que de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena.

No podrá negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las circunstancias y antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena.

El período de prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena.

De lo anterior se infiere que para acceder a la libertad condicional es necesario, además de haber cumplido las tres quintas partes de la condena -como en efecto aquí sucedió-, que la conducta mostrada por el sancionado o por la sancionada durante la internación, haya sido satisfactoria.
Para evaluar ese aspecto, el artículo 480 del Código Procesal Penal permite acudir a los certificados emanados del INPEC y a los demás elementos que prueben las exigencias de la ley penal para proceder con relación al mecanismo liberatorio. Por eso, cuando estamos frente a una persona que estuvo disfrutando de la pena sustitutiva (que no es un subrogado, como erróneamente lo considera el recurrente), aparte de los documentos de conducta elaborados por el comité de disciplina carcelario, con mayor razón debemos repasar el comportamiento penitenciario mostrado en el hogar y la actitud asumida frente a los compromisos.

En ese orden de ideas, debe la Sala manifestar que no son consecuentes con el espíritu legislativo los argumentos esgrimidos por el impugnante, pues a la sentenciada AGUIRRE ALZATE se le brindó una posibilidad a la que muy pocos detenidos logran acceder como es la casa por cárcel; sin embargo, no contenta con ello, decidió abandonar dicho establecimiento carcelario subsidiario que le fue otorgado, lo que constituye, ni más ni menos, una mala conducta en el sitio de reclusión. 

Al incumplir los compromisos de la prisión domiciliaria, se renunció coetáneamente a la posibilidad de una calificación subjetiva satisfactoria tendiente a la excarcelación. 

Ante la claridad del asunto y sin que hubieran surgido argumentos jurídicos contundentes que despejaran alguna vulneración de derechos fundamentales, la decisión impugnada merece confirmación.

4.- DECISIÓN 

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el proveído objeto de revisión en virtud del recurso de apelación interpuesto.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE  Y DEVUÉLVASE

Los magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE            VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

      Secretaria de la Sala           

� Sala de Casación Penal. Auto del dieciocho de septiembre de 2001. M.P. Fernando Arboleda Ripoll. 


� Tan cierto es esto, que se requiere, lo mismo que en la prisión intramuros, su cabal cumplimiento durante el término estricto consagrado por el juzgador. 
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